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Expediente 66682-31-03-001-2008-00113-01

Procede esta Sala de Decisión a resolver el recurso de apelación interpuesto por los señores María Mercedes y Fernando Vargas Montoya frente a la sentencia proferida por el Juzgado Civil del  Circuito de Santa Rosa de Cabal, en el proceso ordinario de pertenencia que promovieron los impugnantes contra María Ignacia Echeverri, los herederos  de la señora Esther Montoya de Vargas y demás personas indeterminadas.

I
A N T E C E D E N T E S

a) Solicitan los demandantes se declare que por haberlo poseído durante más de veinte  años, adquirieron por prescripción adquisitiva de carácter extraordinario,  el dominio del  inmueble con matrícula inmobiliaria No. 296-51706 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Santa Rosa de Cabal, que se describe en la demanda por su ubicación y linderos; se inscriba esa decisión ante la oficina encargada del registro de inmuebles y se condene en costas a los demandados, de presentarse oposición.

b) Como fundamento de esas pretensiones se relataron los hechos que pueden resumirse así: 

.- El bien inmueble ubicado en la carrera 15 No. 15-24, identificado con la matrícula inmobiliaria atrás citada, pertenece, de acuerdo con el certificado de tradición a las señoras María Ignacia Echeverry y Esther Montoya de Vargas, ésta última madre de los demandantes.

.- Aunque la citada señora era propietaria del 50%,  ejerció la posesión sobre todo el inmueble, con ánimo de señora y dueña,  desde el mes de abril de 1968 hasta el día de su muerte acaecida el 1º de junio de 2002; con posterioridad lo han hecho sus hijos, los aquí demandantes; han residido en el lugar, realizado mejoras, cancelado el valor de los servicios públicos y de los impuestos predial y de valorización.

.- Los demandantes han poseído por cinco años y al sumar la de su progenitora, lo han hecho por más de treinta y nueve, de manera pacífica, quieta e ininterrumpida, de buena fe, sin violencia, ni clandestinidad y sin reconocer dominio ajeno.

.- Se ignora el lugar donde puede localizarse la señora María Ignacia Echeverri y en relación con la fallecida señora Esther Vargas de Montoya, no se ha iniciado el proceso de sucesión y son los actores los únicos herederos.

c) Por auto del 10 de abril de 2008 se admitió la demanda; de la misma se ordenó correr traslado a los demandados por el término de veinte días; se dispuso el emplazamiento de la señora María Ignacia Echeverri, de los herederos indeterminados de la señora Esther Montoya de Vargas y de quienes se consideraran con derecho sobre el bien pedido en usucapión y la  inscripción de la demanda en el folio de matrícula inmobiliaria respectiva.

d) Producidos los emplazamientos sin que persona alguna  hubiese comparecido al proceso, se designó una curadora ad-litem para que los representara. Ésta, en su respuesta oportuna al libelo manifestó no oponerse a las pretensiones de acreditarse los hechos que le sirven de sustento.

e) Realizada la audiencia prevista por el artículo 101 del Código de Procedimiento Civil, se decretaron las pruebas solicitadas;  practicadas en lo posible, se dio traslado a las partes para alegar, término que ninguna de las partes aprovechó.

II 
SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA

Se profirió el 25 de noviembre de 2008 y en ella la señora Juez Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal negó las pretensiones de la demanda, ordenó cancelar la inscripción de la misma en el folio de matrícula inmobiliaria respectiva y condenó a los demandantes a pagar las costas causadas.

Para decidir así, después de citar jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia, en la que se expresa que en la suma de posesiones “No está bien entremezclar la transmisión de la simple posesión con la transmisión  del derecho de dominio”, consideró que la causante Esther Montoya de Vargas era la propietaria inscrita del cincuenta por ciento del inmueble objeto de pertenencia “y tomar como exclusivo de los demandantes el tiempo de posesión que compartieron con la causante, sería desconocer los derechos de sus herederos derivados de ese hecho posesorio” y concluyó que para los fines de este proceso solo valdrá la posesión que los demandantes han ejercido a título personal a partir del 1º de junio de 2002, cuando se produjo la muerte de la citada señora.

III
APELACIÓN

Impugnaron el fallo los demandantes. Adujeron, en síntesis,  que han poseído el inmueble objeto de la demanda por más de cuarenta años, sumando a la de ellos la que tuvo su progenitora y en esas condiciones tienen derecho a adquirir por prescripción. Se refieren a los testimonios recibidos en el curso del proceso; expresan que aunque comenzaron a poseer al fallecimiento de la citada señora, “eran quienes respondían por su señora madre”, que se cumplen los requisitos que de acuerdo con la jurisprudencia deben acreditarse para la suma de posesiones y que no resultar ésta procedente, son ellos los llamados, por la figura de la sucesión procesal, a que se les declare titulares del derecho de dominio en razón a la posesión que ejerció su mamá y que ahora ellos ostentan.

También alegaron que resulta inconcebible que se les exija la prueba de haber poseído el 50% del inmueble porque al demostrarse plenamente que ejercieron ese derecho sobre todo el bien,  se incluye aquella parte; criticaron la valoración probatoria que hizo el juzgado y solicitaron se revocara la sentencia impugnada.

IV
CONSIDERACIONES

Se hallan satisfechos en su integridad los presupuestos procesales y como ninguna causal de nulidad se ha configurado, se dictará  sentencia de mérito. 

En el presente caso, tal como se infiere del petitum de la demanda como de la causa petendi en ella invocada, ejerce la actora la acción de declaración de pertenencia o petitoria de dominio, que consagra el artículo 407 del Código de Procedimiento Civil.

De acuerdo con esa disposición y los preceptos que en el Código Civil regulan la prescripción adquisitiva, se requiere para la prosperidad de esa acción la confluencia de los siguientes tres presupuestos: 

a) Que verse sobre una cosa prescriptible legalmente.

b)  Que sobre dicho bien se ejerza por quien pretende haber adquirido su dominio una posesión pacífica, pública e ininterrumpida.

c) Que dicha posesión se haya prolongado durante el tiempo previsto por el legislador.

Los demandantes solicitan se les declare propietarios de la totalidad del inmueble relacionado en la demanda, que dicen adquirieron por prescripción. 

El artículo 2512 del Código Civil consagra la figura de la prescripción como “un modo de adquirir las cosas ajenas, o de extinguir las acciones o derechos ajenos, por haberse poseído las cosas y no haberse ejercido dichas acciones y derechos durante cierto lapso de tiempo, y concurriendo los demás requisitos legales”.

De acuerdo con esa definición, la prescripción en su primera acepción, como el modo de adquirir el dominio y demás derechos reales, debe ser invocada por quien pretenda ser declarado propietario de un determinado bien al haber ganado su dominio por el modo de la posesión, requiere que recaiga sobre un bien prescriptible y que quien pretenda la declaración en este sentido, pruebe que lo ha poseído de manera inequívoca, pacífica, pública e ininterrumpida por un período no inferior a veinte años cuando de prescripción extraordinaria se trata.

La posesión, es sabido, se apoya en dos elementos bien diferentes:  uno relativo al poder de hecho o apoderamiento material de la cosa,  y el otro, de linaje subjetivo, que consiste en que el poseedor se comporte como su dueño, que la considere como suya.

En el caso concreto ejercen los actores la acción de dominio sobre la totalidad del inmueble relacionado en la demanda; Esther Montoya de Vargas figura como propietaria inscrita del cincuenta por ciento, así lo acredita el certificado de tradición incorporado a la actuación
; a dicha señora están llamados a suceder los actores en calidad de hijos
 y ella, como se relató en los hechos de la  demanda, lo poseyó hasta su fallecimiento, hecho que aconteció el 1º de junio de 2002
 y son aquellos sus herederos.

Desde el momento que al heredero le es deferida la herencia entra en posesión de ella, como lo preceptúa el artículo 757 del Código Civil y aunque no concurran en él el animus y el corpus. Esa posesión legal lo faculta para entrar en posesión material de los bienes que la integran en ejercicio de su derecho hereditario y por tal razón a quien decide adoptar una posición diferente, que no obedece al ejercicio de esa calidad, le corresponde demostrar que la ejerce no como sucesor del difunto, sino para sí y sin reconocer dominio ajeno, además y en primer lugar, el momento preciso en que se produjo la interversión de la posesión material que ostenta como sucesor, por la de propietario exclusivo del bien, porque solo a partir de entonces podrá empezar a contarse el término exigido por la ley para adquirir por prescripción.

Los demandantes adquirieron por herencia los derechos que tenía la causante Esther Montoya de Vargas desde el 1º de junio de 2002; con anterioridad la consideraban su propietaria y era ella quien figuraba como tal en registro inmobiliaria, hechos de los cuales  pueden deducirse varias conclusiones: a) no pueden considerarse sus poseedores desde fecha anterior porque reconocían dominio ajeno; b) desde la fecha en que comenzaron a poseer hasta aquella en que promovieron la demanda, el 9 de abril de 2008, no había corrido el término necesario para adquirir por prescripción extraordinaria; c) como titulares del derecho real de herencia sobre esa cuota, tienen la posibilidad de adquirirla mediante su adjudicación en la sentencia que aprueba la partición y d) no tienen necesidad de acudir a la suma de posesiones para adquirir el dominio de los derechos en un inmueble, del que su causante es la titular del derecho de dominio.

Así las cosas, las pretensiones que elevaron para obtener que se les reconociera titulares del derecho de dominio sobre esos derechos que consideran también adquirieron por prescripción extraordinaria, no estaban llamadas a prosperar.

En relación con los derechos de que es titular la señora María Ignacia Echeverry  en el inmueble objeto de la acción, el primero de los requisitos atrás citados para el éxito de la acción se encuentra satisfecho, en razón a que se alega la posesión sobre el derecho  sobre  un inmueble, cuyo dominio constituye un derecho de naturaleza patrimonial y por ende, susceptible de adquirirse por usucapión.

En relación con las restantes condiciones, como la demanda con la que se promovió la acción fue presentada el 8 de abril de 2008, resultaba menester que los demandantes acreditaran el vínculo jurídico  en  que 

se sustentan para adquirir su dominio, acompañado de la correspondiente posesión pública, continua e ininterrumpida por más de veinte años, como entonces lo exigía el artículo 2532 del Código Civil, teniendo en cuenta que es esa la norma que invocan como sustento de sus pretensiones.

Para tal efecto acudieron a la suma de posesiones a que hacen referencia los artículos 778 y 2521 del Código Civil. Según el primero, “Sea que se suceda a título universal o singular la posesión del sucesor principia en él; a menos que quiera añadir la de su antecesor a la suya”; y de acuerdo con el segundo, “Si una cosa ha sido poseída sucesivamente y sin interrupción por dos o más personas, el tiempo del antecesor puede o no agregarse al tiempo del sucesor…”, asunto sobre el que ha enseñado en su jurisprudencia la Corte Suprema de Justicia
: 

“Por su parte, esta corporación, ha tenido ocasión de referirse a la “agregación de la posesión”, señalando que ella tiene como confesado propósito “autorizar que el poseedor, si así conviene a sus intereses, complete el tiempo necesario, bien sea para la consumación de una prescripción adquisitiva en curso o ya para abrirle paso a las acciones posesorias de “mantenimiento” ...” (CCXXVIII, 40), de suerte que, “la facultad consagrada por el artículo 778 del Código Civil, en armonía con el artículo 2521 ibídem, por medio de la cual se autoriza la llamada suma o unión de posesiones, a título universal o singular, tiene como finalidad “entre otros fundamentos”, “lograr” “la propiedad mediante la prescripción adquisitiva” (sent., jun. 26/86), es decir, permitir acumular, excepcionándose así el principio de que la posesión comienza en quien la ostente, al tiempo posesorio propio, el de uno o varios poseedores anteriores, bajo el supuesto de la concurrencia de las condiciones que para el efecto tiene establecidas la doctrina de la Corte, cuales son: a) ... un título idóneo que sirva de puente o vínculo sustancial entre antecesor y sucesor; b) que antecesor y sucesor hayan ejercido la posesión de manera ininterrumpida, y c) que haya habido entrega del bien; lo cual descarta entonces la situación de hecho derivada de la usurpación o el despojo” (CCLVIII, 321, reiterada en cas. civil, nov. 19/2001, exp. 6406)…”

De acuerdo con esa jurisprudencia, cuando el demandante en acción de pertenencia pretende adquirir el dominio de un inmueble que no ha poseído de manera personal el tiempo previsto por el legislador para tal cosa, puede acudir para completarlo a la institución jurídica de la suma de posesiones, pero en tal evento deberá tomarla con sus calidades y vicios y acreditar la existencia de un vínculo jurídico entre él y su antecesor, que las posesiones que se suman sean contiguas e ininterrumpidas y que haya habido entrega del bien.

En el asunto sometido a estudio el vínculo jurídico del que surge la suma de posesiones, la hallan los actores en el título de herederos universales de la anterior poseedora, señora Esther Vargas de Montoya, y que se acreditó con los documentos de origen notarial que dan cuenta del fallecimiento de la última y de ser los primeros sus hijos
.

Para demostrar la posesión ininterrumpida que todos ellos han ejercido, a instancias de los actores, se practicó inspección judicial al inmueble que pretenden en usucapión, acto en el que se identificó por sus principales características, y como se había ordenado de manera previa, se escucharon las versiones de los señores Sara Isabel Ríos de Flórez y Marlene Flórez de Martínez.

La primera expresó que hace unos cuarenta años llegaron al predio los demandantes y su madre, la señora Esther, en calidad de propietarios; el inmueble es el mismo pero lo han reparado para evitar su deterioro; le hicieron cocina y baños; lo  pintaron y le arreglaron el techo, aunque ignora quién corrió con los respectivos gastos; a la muerte de Esther, sus hijos continuaron habitándolo hasta aproximadamente un año antes, cuando decidieron arrendarlo; aún visitan el lugar, según cree, porque van a  cobrar los arrendamientos; no se ha enterado de la existencia de alguna   persona que haya discutido mejor derecho en el inmueble y siempre ha conocido a las personas citadas como sus dueños, todo lo cual le consta porque ha sido su vecina, ya que vive al frente de esa residencia hace cincuenta y tres años.

La segunda indicó que Mercedes llegó con su mamá y su hermano Fernando a ocupar el inmueble, como propietarios, hace treinta y cinco o cuarenta años; durante ese tiempo los ha visto muy pendientes de la casa, de las reparaciones del techo y de la pintura porque la mamá, quien falleció hace seis años, no trabajaba y no ha observado personas diferentes en el predio. Agregó que hace aproximadamente tres años los actores dieron en arrendamiento el inmueble y han continuado al tanto de su administración;  no se ha enterado que persona alguna les haya reclamado derecho alguno en el inmueble y que la comunidad en general no conoce a dueño diferente, de todo lo cual se ha enterado de manera personal porque han sido vecinos.

En oportunidad diferente se escuchó a la señora Norby Flórez Ríos, pero su testimonio no puede ser apreciado de acuerdo con el artículo 183 del Código de Procedimiento Civil porque la audiencia en la que declaró se celebró sin que previamente se hubiese señalado fecha y hora con ese fin y en esas condiciones las partes no tuvieron oportunidad de controvertirlo. En efecto, la citada señora sería escuchada, de acuerdo con el auto de fecha 14 de octubre del año anterior, en el curso de la inspección judicial, pero a ese acto no asistió y fue oída en audiencia posterior, para la cual no fueron citadas las partes.

Examinados los testimonios que pueden ser valorados, aflora que los actores y su antecesora han desplegado de manera sucesiva e inequívoca  actos posesorios sobre la totalidad del inmueble, que en consecuencia incluye los derechos que sobre él tiene como propietaria inscrita la señora María Ignacia Echeverry, con exclusividad e independencia.  Inicialmente la señora Esther Montoya de Vargas, desde el 24 de abril de 1968, cuando adquirió el dominio de la mitad, por adjudicación en proceso de sucesión de la señora María Montoya de Álvarez, que se tramitó en el Juzgado Primero Civil Municipal de Santa Rosa de Cabal, como se consigna en el certificado de tradición correspondiente a ese bien
, y lo hizo hasta el 1º de junio de 2002,  fecha en la que falleció.  A partir de entones lo han hecho sus herederos, los aquí demandantes, quienes continuaron ocupando el inmueble por algún tiempo y posteriormente lo dieron en arrendamiento.

Dieron cuenta las deponentes de las manifestaciones externas de la administración y explotación del inmueble que han ejecutado los demandantes y su progenitora, sin que en ellas haya tenido participación alguna la señora María Ignacia Echeverri, propietaria inscrita del cincuenta por ciento de ese bien, a quien no se le reconoce dominio. Ha sido entonces una posesión personal y exclusiva que no se funda en acuerdos en materia de administración de la comunidad, hecho que tiene especial relevancia porque se trata de una prescripción entre comuneros.

Además, se infiere un indicio en contra de la demandada de su incomparecencia al proceso.

Esa posesión ejercida por los demandantes, no se obtuvo como consecuencia de acto violento, surgió en virtud de aquella ficción legal que regula el artículo 783 del Código Civil y que adquiere el heredero de pleno derecho y aunque lo ignore y en consecuencia de ella pueden estar ausentes los elementos que la componen, es decir, el animus y el corpus. Se trata además de una verdadera posesión material sobre una cosa corporal inmueble que conforma el acervo hereditario y en esas condiciones resulta posible adicionar la posesión material de la causante a la ejercida por sus sucesores como lo explica la Corte en la providencia atrás citada:

“Ciertamente, en cuanto tiene que ver con la agregación de la posesión por causa de muerte, el hecho que se erige en detonante jurídico de la floración de ese ligamen o vínculo, lo constituye, de un lado, el fallecimiento del poseedor anterior y, del otro, la inmediata delación de la herencia a sus herederos (C.C., art. 1013), porque es, en ese preciso instante, en que el antecesor deja de poseer ontológica y jurídicamente y en el que sus causahabientes, según sea el caso, continúan poseyendo sin solución de continuidad, merced a una ficción legal, vale decir sin interrupción en el tempus. No en vano, quien sucede, lato sensu, se sitúa en el lugar de otra que ha fallecido, haciéndose a sus derechos y prerrogativas, lo que permite, en esta hipótesis, preservar incólume el tiempo de la posesión antecedente, lo que torna errónea, ab initio, la tesis esgrimida por el tribunal, antes expuesta, por cuanto, como ya lo ha explicitado la Corte Suprema, “La sucesión por causa de muerte es uno de los modos de adquirir el dominio, y que, por mandato del artículo 1401 ejusdem, el heredero desde el instante que acepta el llamado a la herencia adquiere derecho al patrimonio del difunto, es en este momento en el que el vínculo jurídico que se hace necesario para agregar la posesión del causante a la propia, cobra entidad, motivo por el cual es una equivocación escudriñar la partición en búsqueda de la adjudicación de la “posesión” de un bien, puesto que ese acto jurídico no es atributivo de derechos, sino meramente declarativo y con carácter retroactivo, aserto del cual se colige que no es la partición el origen del aludido vínculo de derecho que se hace menester para agregar la posesión del causante” (se resalta, cas. civil, feb. 8/2002, antes citada)...”

De acuerdo con lo hasta aquí expuesto, la Sala se aparta del criterio de la a-quo, que estima que los demandantes no demostraron que su antecesora  hubiese poseído el cincuenta por ciento del inmueble del que no era propietaria, porque como lo alegan los impugnantes, al demostrar que ejerció tal derecho sobre todo el inmueble por más de treinta años, se incluye la parte. Tampoco comparte esta corporación la valoración probatoria que realizó el juzgado y que le permitió concluir que no se acreditó la posesión ejercida por la citada señora.

En este orden de ideas, de acuerdo con el  examen integral de las pruebas que impone el artículo 187 del Código de Procedimiento Civil, se concluye que están satisfechos los presupuestos que determinan el éxito de la prescripción adquisitiva extraordinaria en relación con los derechos que el predio tantas veces citado tiene la señora María Ignacia Echeverry, habida cuenta que, evidentemente, se demostró una posesión pública y continua durante un periodo superior a veinte años anterior a la fecha en que se instauró la acción, como resultado de la agregación de aquella que ejerció Esther Montoya de Vargas; también que lo hicieron con exclusividad y autonomía, ante el total desconocimiento del derecho de la propietaria inscrita y que recayó sobre cosa posible de adquirir por ese medio.

DECISIÓN

Así las cosas, como las pretensiones de la demanda están llamadas a prosperar parcialmente, se revocará la sentencia impugnada y se harán las declaraciones solicitadas, pero exclusivamente en relación con los derechos que en el inmueble objeto de la acción tiene la señora María Ignacia Echeverri.

Ésta será condenada a pagar las costas causadas en ambas instancias, a favor de los demandantes.

Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,

RESUELVE:

1. CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, el 25 de noviembre de 2008, en el proceso ordinario sobre pertenencia promovido por los señores María Mercedes y Fernando Vargas Montoya contra María Ignacia Echeverri, los herederos  de la señora Esther Montoya de Vargas y demás personas indeterminadas, en cuanto negó las pretensiones relacionadas con los derechos que la última señora citada tuviera en el inmueble objeto de pertenencia. Respecto a aquellos que corresponden a la señora María Ignacia Echeverry, SE REVOCA.

2. DECLARAR que los señores María Mercedes y Fernando Vargas Montoya han adquirido, por el modo de la prescripción extraordinaria, el dominio pleno de los derechos que tiene la señora María Ignacia Echeverri en el inmueble ubicado en la carrera 15 No. 15-24 del municipio de Santa Rosa de Cabal, Risaralda, identificado con matrícula inmobiliaria No. 296-51706 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos del mismo municipio, cuyos linderos son: “Por el oriente, con propiedad de la señora Albecia Zuluaga de B. y Ernesto Buitrago; por el Occidente, con la carera 15; por el norte, con propiedad de Luis Felipe Gómez y Gabriela Vasco (hoy de sus herederos) y por el sur, con propiedad del señor Camilo Arcila.

3. ORDENAR la inscripción de esta providencia en el folio de matrícula inmobiliaria 296-51706 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Santa Rosa de Cabal, y su protocolización, para que sirva de título, producido lo cual se cancelará la inscripción de la demanda y de los registros de las transferencias de propiedad, gravámenes y limitaciones al dominio efectuados después de aquella, si los hubiere.

4. CONDENAR a la señora María Ignacia Echeverry a pagar las costas de ambas instancias.

CÓPIESE. NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

Los Magistrados,

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

GONZALO FLÓREZ MORENO

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO
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�	 Sala de Casación  Civil, sentencia 7757 del 22 de octubre de 2004, MP. Carlos Ignacio Jaramillo Jaramillo.
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